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Introducción


La sentencia sobre la despenalización de la dosis personal en Colombia1, no obstante su carácter polémico, tanto por su decisión, como por el estrecho margen de votación (cinco contra cuatro), no ha sido objeto de investigaciones académicas sobre aspectos nodales como la relación entre moral, derecho y política o la identificación de la filosofía moral y política propias de un Estado social de Derecho en cuanto a la protección del libre desarrollo de la personalidad, en el caso del consumo de drogas. En nuestro medio, su estudio ha estado dirigido más bien sobre presupuestos de técnica interpretativa en materia penal. Así, el inventario investigativo arroja como resultado una monografía dirigida por el profesor de Derecho de la Pontificia Universidad Javeriana Bogotá, Néstor Raúl Correa Henao, titulada “Jurisprudencia constitucional sobre la despenalización del consumo mínimo de drogas y su relación con el derecho al libre desarrollo de la personalidad”2. Monografía que, a través de una metodología analítica descriptiva, establece el vínculo existente entre la normatividad referente a la penalización de la dosis mínima con presupuestos constitucionales y jurisprudenciales del libre desarrollo de la personalidad. No obstante, para el presente estudio se rescata su conclusión: “La Sentencia No. C-221/94, es filosóficamente liberal, lógicamente contradictoria y políticamente cuestionable”.


Como antecedente investigativo, se toma más bien un aporte extranjero, el del profesor español Manuel Atienza, contenido en el capítulo II del libro Derecho y Argumentación, bajo el título “Sobre los límites de la argumentación. El caso del autoconsumo de drogas”. Aquí se tratan, precisamente, los aspectos que arriba se reclaman como necesarios de ser estudiados: la relación entre moral, derecho y política y la identificación de la filosofía moral y  política que mejor pudo dar cuenta de la decisión.


En consecuencia, el presente trabajo de investigación es un estudio iusfilosófico de la sentencia de la Corte Constitucional de Colombia sobre la despenalización del consumo mínimo de drogas, la cual se fundamenta en la interpretación de los artículos 16 (libre desarrollo de la personalidad) y 49 (deber de procurar el cuidado integral de su salud y la de su comunidad por parte de toda persona) de la Carta. Su estudio crítico se hace, entonces, desde la filosofía del derecho, dado que se ocupa de las ideas y nociones que subyacen en el plexo argumentativo de la misma. Su objetivo es, en consecuencia, a través del restablecimiento de la relación entre moral, derecho y política, la identificación de la filosofía moral y política que soporta la legitimidad propia del Estado social de Derecho en cuanto a la protección del libre desarrollo de la personalidad, en el caso de la despenalización de la dosis personal, a la luz de lo argumentado en la Sentencia No. C-221/94 de la Corte Constitucional de Colombia.


Al tratarse de un estudio en la línea de la filosofía del derecho, el método a utilizar para el presente estudio, es el analítico. Método que, según Carlos Santiago Nino3, en su autocomprensión, consiste, básicamente, en una actividad tanto de tipo normativo, como de tipo justificatorio. Más específicamente, hace, en primer lugar, una triple distinción -no absoluta- entre tipos de proposiciones y actividades de orden conceptual, descriptivo y normativo. Y, en segundo lugar, establece una relación de continuidad entre las mismas. El material conceptual, descriptivo y normativo para el análisis, es el que a continuación se detalla.


La sentencia sobre la despenalización del consumo mínimo de drogas tiene como fundamento de partida tres aspectos, señalados por el ciudadano demandante como violatorios de presupuestos constitucionales, a saber: 


1. Los límites constitucionales a la intervención del Estado en la salud personal. Las normas acusadas violan el Artículo 366 (finalidad del Estado de garantizar el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población), toda vez que si el Estado no puede garantizar la recuperación de la salud de los enfermos psicofisiológicos de drogadicción, tampoco puede privarles de la droga que les proporciona alivio. Los estupefacientes, como parte integral de la enfermedad de drogadicción, son el medicamento que alivia su dolor y su sufrimiento. De otra parte, las normas prohibitivas de la dosis personal vulneran, en especial, el Artículo 49 (deber de procurar el cuidado integral de su salud y la de su comunidad por parte de toda persona), por cuanto el Estado no puede sancionar penalmente el derecho inalienable de las personas a estar enfermas, aún de drogadicción. Los consumidores de estupefacientes, con su conducta no perjudican a otra persona diferente a ellos mismos.


2. El tratamiento discriminatorio para los consumidores de determinados estupefacientes. El Estado permite a otros enfermos incurables que su dolor sea mitigado con drogas adictivas; por lo tanto, al drogadicto incurable no se le puede negar el consumo de la droga que mitiga su sufrimiento, so pretexto de producir  adicción, sin violar el derecho a la igualdad.


3. El tratamiento médico previsto para los drogadictos. Las disposiciones contenidas en la Ley 30 de 1986, atentan, en este sentido, contra derechos inalienables de la persona, los cuales se extienden hasta su derecho a enfermarse. De otro lado, el internamiento en un establecimiento psiquiátrico, por el término necesario para su recuperación, equivale a una pena imprescriptible.


Con base en los presupuestos normativos y fácticos de la demanda, la Corte Constitucional de Colombia resolvió a favor de la despenalización de la dosis personal. Para ello, fundamentó su decisión sobre las consideraciones siguientes:


 


1. El derecho, como forma específica de control de la conducta humana, tiene como objeto de regulación el comportamiento de la persona en la medida en que tiene injerencia en la órbita de acción de otra. Entretanto esto no ocurra, le compete a la moral la evaluación de la conducta del sujeto actuante. El legislador, en consecuencia, puede prescribir la forma en que debo comportarme con otros, pero no la forma en que debo comportarme conmigo mismo.


2. La relación del consumo de estupefacientes,  establecido en la Ley 30 de 1986, con el inciso último del Artículo 49 de la Carta, que dispone a toda persona -como ya se anotó- deber de procurar el cuidado integral de su salud y la de su comunidad, plantea tres posibilidades hermenéuticas:


Primera, según la Corte, si se asume que la tipificación de la conducta del drogadicto lo es en consideración a las personas próximas, puesto que se verían privadas de su afecto y/o apoyo económico, se llegaría a una situación de desigualdad. Tener seres queridos y obligaciones familiares que cumplir, tendría que hacer parte de la conducta típica. Por lo tanto, quienes no se encuentran dentro de esa situación no podrán ser justiciables por el delito en cuestión. Ahora, si lo que se argumenta, continúa el Alto Tribunal, es en consideración de la comunidad toda, entonces, es a ella a la que se privaría de un miembro potencialmente útil y se llegaría a la conclusión que los ya marginados por otro tipo de comportamientos asociales podrían gastar su existencia en el consumo de sustancias nocivas, y con ello la sociedad, antes que perder, ganaría, habría segregado, de modo natural, a un miembro indeseable. Pero, prosigue la Corte, si lo que se invoca, como motivo de la punición, es el peligro potencial que para los otros implica la conducta agresiva desencadenada por el consumo de la droga, se olvida que sustancias de efectos similares, como el alcohol, producen consecuencias sociales realmente alarmantes, como los accidentes de tránsito y los homicidios, bajo este tipo de ingesta. Se cae así, dice, en una situación de tratamiento discriminatorio por parte de la Ley que no prohíbe el consumo de alcohol.


Y agrega la Corte, dentro de un sistema penal  liberal y democrático, propio de una constitución del mismo sello, está proscrito el “peligrosismo”. A una persona no se la debe castigar por lo que posiblemente hará, sino por lo que efectivamente hace. A no ser que la drogadicción se considere, per se, delito. De ser así, se trataría de un acto abusivo del Estado, a través de la legislación penal. La drogadicción se encuentra en la esfera de la libre determinación y de la dignidad de la persona (autónoma para elegir su propio destino).


Segunda posibilidad. El Estado colombiano se asume dueño y señor de la vida de cada una de las personas. Posibilidad interpretativa que, de acuerdo con la Corte, ha de ser descartada por “ser arbitraria e ir en contravía de la Constitución (resulta violatoria de la libertad y de la igualdad)”. También, continúa, porque “la filosofía que informa la Carta Política del 91 es libertaria y democrática y no autoritaria y mucho menos totalitaria”. Es más, enfatiza que, aun si se asume que no se trata de un Estado con pretensiones de injerencia en las más íntimas decisiones del sujeto destinatario, sino de un “Estado paternalista y protector de sus súbditos, que conoce mejor que éstos lo que conviene a sus propios intereses y hace, entonces, obligatorio lo que para una persona libre sería opcional, por esa vía benévola se llega al mismo resultado inadmisible: la negación de la libertad individual, en aquel ámbito que no interfiere con la esfera de la libertad ajena”.


Tercera posibilidad hermenéutica. Mero deseo del Constituyente. Queda, en consecuencia, dice la Corte, como única interpretación que se trata tan sólo de la expresión de un deseo del Constituyente, de mera eficacia simbólica, que el sujeto emisor juzga como deseable. Es decir, que “es bueno que las personas cuiden de su salud, pero que no puede tener connotaciones normativas de orden jurídico en general, y muchísimo menos de carácter específicamente punitivo”.


Sobre esta perspectiva hermenéutica, la Corte declara inconstitucional el literal c) del artículo 51, demandado, el cual prescribe el internamiento del drogadicto en establecimiento psiquiátrico o similar de carácter oficial o privado, por el término necesario para su recuperación. Frente a esta disposición, la Corte se preguntó: ¿se trata de una pena (retaliación por haber delinquido) que se destina al sujeto activo de un delito?, ¿o de una medida humanitaria en beneficio de un enfermo? Y las respuestas de la propia Corte son: si lo primero, la norma es inconstitucional. No se puede calificar como delictiva una conducta que sólo incumbe a quien la observa y, en consecuencia, está sustraída a la forma de control normativo del derecho. Si lo segundo, la norma también es inconstitucional: “Cada quien es libre de decidir si es o no el caso de recuperar su salud”. En cuanto a que se es dueño de la vida, “a fortiori soy libre de cuidar o no de mi salud cuyo deterioro lleva a la muerte que, lícitamente, yo puedo infligirme”.


La declaratoria de inconstitucionalidad de las normas demandadas por parte de la Corte Constitucional, no sólo se fundamentó en la interpretación del artículo 49, sino, también a la luz del artículo 16 que consagra el derecho al libre desarrollo de la personalidad: “Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad sin más limitaciones que las que imponen los derechos de los demás y el orden jurídico». En este sentido, no se trata de cualquier limitación incluida en el orden jurídico. Se negaría en su esencia el artículo 16 constitucional. En otros términos: “el legislador no puede válidamente establecer más limitaciones que aquéllas que estén en armonía con el espíritu de la Constitución”.


El libre desarrollo de la personalidad implica el reconocimiento de la persona como autónoma en tanto que digna, “es decir, un fin en sí misma y no un medio para un fin, con capacidad plena de decidir sobre sus propios actos y, ante todo, sobre su propio destino”. De ello se desprende que la primera consecuencia de la autonomía es que ha de ser la propia persona (y no nadie por ella) quien debe darle sentido a su existencia y, en armonía con él, un rumbo. Es decir, que “sólo en función de la libertad de los demás y sólo de ella que se puede restringir mi libertad”. Lo anterior, subraya la Sentencia, “dentro de una concepción personalista de la sociedad, que postula al Estado como un instrumento al servicio del hombre y no el hombre al servicio del Estado para la realización de un fin más allá de la persona”.


A esta altura de la exposición de sus argumentos jurídicos, filosóficos y políticos sobre la libertad y el Estado, en relación con el consumo de drogas, la Corte se pregunta: ¿qué puede hacer el Estado si encuentra indeseable el consumo de narcóticos y estupefacientes y juzga deseable evitarlo, sin vulnerar la libertad de las personas? Y responde: “Cree la Corte que la única vía adecuada y compatible con los principios que el propio Estado se ha  comprometido a respetar y a promover, consiste en brindar al conglomerado que constituye su pueblo, las posibilidades de educarse”. Aclarando que la vía educativa no es para el logro de una finalidad deseada, como el no consumo de drogas, sino, para que “cada persona elija su forma de vida responsablemente, y para lograr ese objetivo, es preciso remover el obstáculo mayor y definitivo: la ignorancia”. El examen racional de las cosas, concluye la Corte en este punto, no lleva fatalmente a que la voluntad opte por lo que se juzga mejor. Pero tiene una ventaja inapreciable, que garantiza el carácter libre de la elección, libertad que generalmente rinde buenos frutos; “al menos ése es el supuesto de una filosofía libertaria, como la que informa nuestro estatuto básico”. Por todo lo anterior, no puede el Estado respetuoso de la dignidad humana, de la autonomía personal y del libre desarrollo de la personalidad, saltarse la obligación irrenunciable de educar; sustituyendo, de esta manera, la represión como forma de controlar el consumo de sustancias que se juzgan nocivas para la persona individualmente considerada y, eventualmente, para la comunidad en la que necesariamente se halla integrada. 


Si bien se reconoce el espíritu liberal de la sentencia, tanto en sus fundamentos como en su decisión, la concepción liberal que fundamenta los presupuestos iusfilosóficos que reconoce límites morales al significado pragmático y ético de una decisión individual, como el consumo de drogas, no es coherente con la legitimidad política y moral propias de un Estado social de Derecho. La interpretación del artículo 49 de la Carta, como mero deseo, le quitó piso jurídico a la decisión, negando, de paso, cualquier posibilidad de paternalismo jurídico en el caso del consumo de drogas. Estas debilidades interpretativas de la Sentencia, justifican su estudio crítico. Se trata, como se ha reiterado, de identificar la filosofía moral y política que soporta la legitimidad propia del Estado social de Derecho en cuanto a la protección del libre desarrollo de la personalidad, en el caso de la despenalización de la dosis personal. 


No cabe duda, que le corresponde a la academia el estudio crítico de las decisiones judiciales de mayor impacto en la vida de un país. Se trata de contribuir en la formación de una nueva cultura jurídica, tanto de los operadores judiciales, como de la opinión pública, en el marco de un Estado social de Derecho. En el caso particular, lo que está en cuestión es la libertad y la autonomía personal, tan caros para un Estado como es el Estado social de Derecho de Colombia. A las razones académicas expuestas, se suman dos hechos que ayudan en la justificación de este trabajo, a pesar de los varios años que han transcurrido desde la producción de la Sentencia C-221/94 hasta la fecha: 1. El Acto Legislativo 2 de 2009, mediante el cual se reintrodujo la prohibición del consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas (“El porte y el consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas está prohibido, salvo prescripción médica…”). Acto legislativo que reformó el original artículo 49 de la Constitución. 2. La iniciativa del presidente de Colombia, Juan Manuel Santos, en el 2011, acerca de que la comunidad internacional abra la discusión sobre la posible legalización de drogas como la marihuana y la cocaína. Nuevas polémicas y nuevos debates se deben abrir a raíz de la aprobación de dicho acto legislativo, como propuesta del ejecutivo nacional. Espacios democráticos y académicos que deberán ser orientados por estudios científicos, políticos, filosóficos y morales, producto de trabajos de investigación. Investigaciones que deberán dar cuenta de mejores respuestas al tema del libre desarrollo de la personalidad en relación con la dosis personal, dentro de un marco constitucional. El presente trabajo pretende, además de la realización de una investigación de fondo sobre los presupuestos liberales y morales acerca del tema, situarse en el centro del debate académico, para intervenir razonadamente. 
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Corrección moral y política de las 


decisiones individuales en el marco 


de un Estado social de Derecho





1. Libertad y autonomía personales


 


“No hay palabra que tenga más acepciones y que de tantas maneras diferentes haya impresionado a los espíritus, como la palabra libertad”4. “El concepto de libertad es uno de los conceptos prácticos más fundamentales y, a la vez, menos claros”5, y que por su ámbito de aplicación casi ilimitado, es objeto de estudio de la filosofía de la moral – libertad moral -, de la filosofía política – libertad política- y de la filosofía jurídica - libertad jurídica-. Si el objeto de la libertad es “sólo una acción”6, referida “a que la libertad consiste en hacer lo necesario o lo razonable”7, su estudio se ubica en el campo de la filosofía moral. En este caso, se trata de “conceptos positivos de la libertad”8, como el de Kant, para quien la libertad es la facultad de la razón pura y posible a través del sometimiento de la máxima de cada acción a la posibilidad de que la misma se constituya en ley universal. En cambio, si el objeto de la libertad es “idea de la libertad frente al Estado”9, su estudio se ubica en el campo de la filosofía política. La libertad que interesa, entonces, es “la libertad del ciudadano en el ámbito del Estado”10. Una libertad específica y eminentemente práctica. Pero, si el objeto de la libertad “es una alternativa de acción”11, referida al hecho de que “una persona es libre en sentido negativo en la medida en que no le están vedadas alternativas de acción”12, su estudio se ubica en el campo de la filosofía jurídica. Un tipo de libertad que nada dice sobre lo que debe hacer una persona libre en sentido negativo o en determinadas condiciones, sólo dice algo acerca de sus posibilidades de hacer algo. Así, solamente la libertad jurídica puede ser tenida como libertad negativa.


Los conceptos de libertad que subyacen en los ámbitos de aplicación de enunciados se circunscriben, a su vez, en dos ideas generales de libertad: la idea de libertad “positiva” y la idea de libertad “negativa”. Como señala Berlin, la palabra “libertad”, en el sentido “positivo”, se deriva del deseo por parte del individuo de “yo soy mi propio dueño”. Quiere que su vida y sus decisiones dependan de sí mismo y no de fuerzas exteriores: esclavitud proveniente de la naturaleza o de sus propias desenfrenadas pasiones o de las instituciones. Por eso, “no soy esclavo de ningún hombre”, debe entenderse en un sentido extensivo13. Esta idea de libertad da respuesta a la pregunta: “¿qué o quién es la causa de control o interferencia que puede determinar que alguien haga o sea una cosa u otra?”14. Es claro, entonces, que Kant, con su idea de libertad moral, se ocupa de la libertad en sentido “positivo”. En cuanto a la idea de libertad “negativa”, el propio Berlin la define como el “ámbito en que un hombre puede actuar sin ser obstaculizado por otros”15. Yo no soy libre en la medida en que otros me impidan hacer lo que yo podría hacer si no me lo impidieran. Si ese ámbito de mi actividad se contrae hasta cierto límite mínimo, alego que soy coaccionado, en cuanto esto implica una intervención deliberada de otros dentro del ámbito en el cual podría actuar si ellos no intervinieran. Esta idea de libertad da respuesta a la pregunta: “¿cuál es el ámbito en que al sujeto –una persona o un grupo de personas- se le deja o se le debe dejar hacer o ser lo que es capaz de hacer o ser, sin que en ello interfieran otras personas?”16. En consecuencia, caben en esta mirada de la libertad, la libertad política y la libertad jurídica. 
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